68
23 


volver al inicio
“Hacia un Estado receptivo y atento a las demandas ciudadanas. La Carta Compromiso en Argentina"
Dra. Daniela Blasco

Lic. Mariano Fraschini

Introducción*

Durante la década del noventa asistimos en Argentina y en la mayoría de los países de América Latina, al desembarco de gobiernos que instalan en sus agendas programáticas las políticas económicas neoliberales aplicadas con “relativo” éxito en los países anglosajones durante el decenio de los ochenta. El nuevo paradigma en el cual se van a sostener estas administraciones se asienta en una reorganización global que abarca tanto los aspectos políticos, económicos y sociales, transformando radicalmente las instituciones económicas establecidas después de la Segunda Guerra Mundial. 

Si bien la dirección de los cambios económicos ha sido bastante similar, la celeridad y el alcance de las reformas implementadas han variado mucho de país a país. Las diferencias a este respecto tienen su raíz en el hecho de que los gobiernos latinoamericanos, además de la injerencia por parte de los organismos internacionales hacia reformas estructurales, también se han encontrado con presiones opuestas que han variado de un país a otro, que impiden que el análisis del fenómeno se desarrolle en forma global.  El problema básico se centra en que las reformas estructurales siempre conllevan costos económicos para diferentes capas de la población.  Aunque las reformas se hacen para mejorar el rendimiento de la economía en su conjunto, siempre crean efectos transitorios negativos a nivel agregado
.  El carácter futuro e inseguro de los beneficios junto con el inmediato y evidente de los costos hicieron que las políticas no sean fácilmente aceptadas por la población en su totalidad.  Este rechazo primario implica necesariamente que los tiempos reformistas no tienen un denominador común y los alcances del mismo varían en los diferentes países.

Para el caso argentino, esta denominada “primera generación de reformas”, impuesta mediante recursos políticos, económicos e ideológicos, giraron en torno a cuatro ejes: apertura irrestricta de la economía, desregulación de las distintas áreas sujetas anteriormente a la esfera del Estado, privatización de los principales activos públicos y la liberalización de los mercados de capitales.  Este proceso que se llevó a cabo durante la primera parte de la década de los noventa bajo la presidencia de Carlos Menem se desarrolló en un plazo muy veloz e implicó costos y beneficios singulares.  La implementación de políticas económicas orientadas al mercado no fue neutral en términos de distribución del poder social ya que implicó en su ejecución la selección de ganadores y perdedores en el conjunto de la ciudadanía argentina.  En reemplazo del demonizado Estado gigantesco, parasitario e ineficaz, en palabras de los precursores de la reforma, no se dio la apropiación democrática de las funciones cedidas a lo largo de este proceso por parte de la sociedad, sino la captura de amplias porciones del sector público por parte de los grupos económicos más concentrados, locales, transnacionales y con influencias en sectores claves de poder, sin la contrapartida en cuanto a los beneficios sociales prometidos alrededor de la “teoría del derrame” del ciclo virtuoso de la economía nacional. 

En cuanto a la mentada “segunda generación de reformas”, que hacen referencia a la calidad de la gestión, una vez concluido el ciclo de las primeras, implicaron ubicar el eje de la reforma en la Administración Pública.  En este sentido debemos indicar que lo que se intenta introducir a partir de estos cambios,  es un paradigma que apunte al interior del “cómo” se están brindando los servicios públicos, estando sumamente atentos a la performance de los mismos,  en virtud de la satisfacción de la ciudadanía.  De esta manera debemos indicar que se ubica nuevamente en el centro de la discusión el rol del Estado y su importancia en su función de articulador de demandas sociales y como mediador entre los conflictos políticos- sociales. Sin lugar a dudas, estas transformaciones implican un avance importante de cara a horadar a la Administración Pública con las demandas de sus ciudadanos.  No ignoramos, a su vez, que estas reformas de segunda generación se realizan en un contexto de resquebrajamiento del Estado Nacional y ponen el acento en un eje que se encuentra subordinado a las estrategias generales de políticas públicas en su conjunto.  Es decir, consideramos que por mejores metas que se persigan, si no se cuenta con un soporte institucional apropiado de las esferas de mayor poder de decisión, será muy difícil alcanzarlas. 

Los diversos intentos reformistas que apuntan a convertir a la Administración Pública en una instancia receptiva a las demandas de sus ciudadanos han sido varios en el mundo.  Las cartas de servicios inicialmente elaboradas en Gran Bretaña, junto a las estrategias emanadas por la administración Clinton relativas a la “Reinvención del gobierno” representan dos de las vastas experiencias realizadas durante estas últimas décadas en el primer mundo.  Esta herramienta de gestión fue más tarde, trasladada a los países de Latinoamérica aunque su implementación fue variando de acuerdo a los contextos económicos y políticos de cada país.  

En el caso de Argentina la implementación del Programa Carta Compromiso con el Ciudadano, comienza en el año 2000 después de cuatro años de investigación acerca de las experiencias mundiales y de la posibilidad de adaptarlas a la realidad nacional.  Esta herramienta fue introducida en el ámbito del Estado en un momento clave institucional a través de un decreto presidencial y con el aval de las más altas figuras del ejecutivo nacional.  La iniciación efectiva de la experiencia se desarrolló luego de realizar una prueba piloto en una de las provincias argentinas con mejor desarrollo institucional y antecedentes de iniciativas orientadas a la mejora continua y la calidad en la gestión pública.

En este trabajo, queremos exponer ante todo la experiencia que se está desarrollando en la Argentina, que tuvo antecedentes en varios de los programas mencionados y que configura un paso más hacia la participación de los ciudadanos en el accionar del Estado.  En este sentido, consideramos al Programa Carta Compromiso con el Ciudadano como una práctica satisfactoria y de sumo valor entre los intentos de realizar una amplia apertura a la ciudadanía por parte de la Administración Pública.  Esta apertura social se desarrolla a partir de tomar en cuenta  no sólo opinión que la ciudadanía expresa con posterioridad a la recepción del servicio público, sino que se asienta en la participación directa de la sociedad en el diseño del mismo.  A su vez, se destaca como un elemento saliente la capacidad de adaptabilidad del Programa a los distintos cambios de gestión en el Ejecutivo Nacional, en estos últimos años, como así también, su permanencia como una herramienta valorada por los ciudadanos y los empleados públicos que son los encargados de su implementación.

Este trabajo se estructura a partir de cuatro secciones.  

El primer apartado “La crisis de diciembre de 2001: la movilización de la sociedad civil y su impacto sobre los poderes públicos” introduce al lector en el contexto político- social en el cual nace el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano. Aquí se pone de relevancia la crisis de diciembre de 2001 en la Argentina y sus consecuencias en el plano de la sociedad civil.  Este elemento es considerado de suma importancia en vistas a comprender los principales cambios operados en el Programa en lo referente a la participación de la ciudadanía en las diferentes etapas de la provisión de los servicios públicos.

El segundo capítulo “Caracterización y evolución del Programa Carta Compromiso: Análisis de la implementación”, se describen los principales elementos del Programa y se flexibilidad a la hora de abordar las demandas de la ciudadanía. Se hace un repaso sucinto a los términos de la implementación desde su génesis, y se detallan sus principios rectores.

El capítulo tercero “La participación ciudadana: un elemento saliente en las Cartas de Servicios de nuestro país”, se describen en términos teóricos qué es la participación ciudadana, su incidencia en la acción del Estado y  se resaltan los aspectos positivos de la interacción de los actores implicados en el desarrollo del Programa y su incidencia a la hora de modificar las culturas preexistentes en la Administración Pública. 

La cuarta sección Resultados de la implementación (2000- 2007), se detallan los resultados de la implementación del Programa desde el año 2000.

Por último, el trabajo se cierra con una conclusión donde se exponen las principales ideas aportadas y los distintos argumentos sobre la importancia del Programa Carta Compromiso con  el Ciudadano como una herramienta de gestión que contribuye a mejorar la relación entre la Administración Pública y la ciudadanía

Capítulo I

La crisis de diciembre de 2001: la movilización de la sociedad civil y su impacto sobre los poderes públicos en Argentina.

a. El gobierno de Fernando De la Rua.  La continuidad de los noventa.

La profunda crisis acaecida en diciembre de 2001 en Argentina, no significó solamente la caída del gobierno de Fernando De la Rúa, sino que implicó a su vez el fin del modelo económico basado en la valorización financiera y la culminación de una manera de establecer las relaciones entre el Estado y la sociedad civil. 

La administración De la Rúa, sostenida desde sus inicios por una coalición conformada por la Unión Cívica Radical (UCR) y el FrePaSo (Frente por un País Solidario), significó el fin de una década de gobierno justicialista en donde se habían producido las principales reformas orientadas al mercado (privatización, desregulación, ajuste, etc) alrededor de lo que se dio en llamar el “Consenso de Washington”. 

El fin del gobierno de Carlos Menem, en un contexto de recesión de la economía y desarticulación del tejido social, permitía vislumbrar para el elenco aliancista triunfante, cambios estructurales de cara a mejorar las condiciones de vida de amplias capas de la población argentina que empeoraron su situación durante la administración peronista y modificaciones en la calidad institucional bastante deteriorada en el periodo anterior.

Sin embargo, la pervivencia del modelo de la “Valorización Financiera”
 sostenida en una paridad cambiaria fija, endeudamiento externo, preeminencia de determinados actores económicos ligados a la época menemista, junto a una exagerada incapacidad por parte del Estado de dirigir el rumbo económico, marcaron el paisaje cotidiano de una administración que, en teoría, venía a modificar el rumbo impuesto a partir de los años noventa. 

En ese contexto, las acciones adoptadas por el gobierno de De la Rúa orientadas, en su mayoría, a sostener dicho modelo económico (como fueron el blindaje económico, el megacanje, el déficit cero
, entre otros), en lugar de dar respuesta a los desajustes producidos en el mercado mundial, agravaron las condiciones económicas del país y erosionaron la credibilidad presidencial.  Es decir, las respuestas proporcionadas a las crisis recurrentes que evidenciaban el fin del modelo, presagiaban crisis más profundas que la administración de la Alianza no podía frenar.  La crisis estructural en que se hundía nuestro país tenía sus raíces en una lógica que se inscribía en “la subrogación del Estado y su disfuncionalidad frente a los intereses sociales en paralelo a la subordinación a -y la captura por-  las fracciones más concentradas del poder local”
. 

La crisis alrededor de la alianza de gobierno, a raíz de los presuntos sobornos en el Senado
 y la posterior renuncia del vicepresidente, el líder del FrePaSo, Carlos Alvarez, no hizo más que coligarse con los dramas económicos y conformaron un cóctel explosivo que erosionaron las bases de sustento de la administración delarruista.  Los cambios en el gabinete de gobierno se sucedieron al mismo ritmo que la profundidad de la crisis económica y política, habiendo pasado por la cartera económica tres ministros en menos de un mes. En forma paradójica durante este tiempo histórico, el gobierno decidió lanzar un programa de Modernización del Estado que tuvo como pilar la Carta Compromiso con el Ciudadano. 

b.  La sociedad reacciona 

La reacción de la sociedad no se hizo esperar y las elecciones parlamentarias de octubre de 2001, significaron un duro revés para el gobierno que descendió, en cuanto a porcentual de votos, del 48% de la elección presidencial de 1999 al 22% de esta elección legislativa.  El dato significativo de estas elecciones, fue que se trataron de las de menor participación ciudadana
 y en donde el voto en blanco, anulado e impugnado sobresalió frente al voto positivo a las diferentes alternativas partidarias.  

Aquí comienzan a visualizarse las reacciones de un conjunto amplio de la ciudadanía frente a un gobierno que no daba respuestas a las demandas sociales de una necesaria modificación del modelo económico-social excluyente, que en un primer momento había apoyado, y de una urgente rectificación de las medidas adoptadas.     

La crisis final del gobierno aliancista conjugó la pérdida de la mayoría en la Cámara de Diputados, junto a la desconfianza reinante en el plano de la economía, lo que en palabras de Alejandro Bonvecchi podemos sintetizar: “La derrota electoral del gobierno y sus dificultades para organizar la cooperación de la dirigencia política en torno de un programa fiscal que hiciera sustentable el pago de la deuda reestructurada los impulsó a una nueva ola de ventas masivas que incrementó aún mas la prima de riesgo y realimentó la corrida sobre los depósitos”

La caída de la imagen pública del presidente junto a un horizonte cotidiano de final del régimen conformó un binomio inseparable que, junto a las últimas medidas tomadas por el Ejecutivo Nacional para evitar una masiva corrida de los depósitos en los distintos Bancos nacionales y extranjeros, conspiraron en forma definitiva para acelerar el desenlace.  El “corralito” a los depósitos bancarios para impedir un abandono generalizado de los ahorristas, anunciado por el ministro de Economía Domingo Cavallo, significó el último eslabón de la cadena de fracasos del gobierno aliancista. 

Las explosiones sociales del 19 y 20 de diciembre de 2001 que unificaron en un mismo cóctel destructivo los ataques a supermercados y las espontáneas marchas de las clases medias nacionales, marcaron el punto final del reloj presidencial. La renuncia de Fernando De la Rúa y la sucesión de presidentes durante los últimos días del año, demostraban una sociedad hastiada que comenzaba a tener conciencia de su fuerte incidencia a la hora de decidir las cuestiones centrales de la política nacional. Esta energía societal fue canalizada a partir de conformaciones barriales denominadas “asambleas” imitando a la homónima que se desarrolló durante los siglos V.ac en el mundo griego
. 

Durante los primeros meses de 2002, estas asambleas se fueron multiplicando al compás de la crisis política y social en la que se abatía nuestro país.  El gobierno de transición de Eduardo Duhalde intentó poner paños fríos a los ánimos calientes en que se encontraban grandes segmentos de la población, ya sea en las mencionadas asambleas, las distintas agrupaciones piqueteras, los movimientos denominados “caceroleros”
, y de las distintas protestas previas a la explosión del 2001. Sin embargo, los ánimos sociales en alza no encontraban canalizar sus demandas a través de las instituciones del Estado y sus representantes eran cuestionados en forma cotidiana haciéndolos responsables de la caída al precipicio del país.  A su vez, esta multiplicación de las nuevas formas de protesta, en especial las mencionadas asambleas, emergía como una nueva forma de organización sustentada en la bronca ciudadana hacia la dirigencia política sintetizada en el eslogan “que se vayan todos”.  En este sentido expresa Sergio De Piero “Los rasgos más rupturistas de la cultura política ganaron espacio durante los fervorosos días del verano de 2002. Ello explica en parte que las asambleas discurrieran entre demandas puntuales ligadas al barrio y exigencias de cambio radical, en particular en lo referido al tipo de representación…La sensación de que una movilización popular de sólo dos días alcanzara para derrocar un gobierno generó en el movimiento de protesta una medición quizá desproporcionada de sus propias capacidades”
. 

Junto a las asambleas se desarrollaban distintos modos de organización, destacándose, como se mencionó anteriormente la de los “caceroleros” que intimaban al Estado por la devolución de sus depósitos bancarios en la moneda de origen en la cual fueron depositados. Este movimiento, heterogéneo en su composición ya que el mismo se integraba por grupo de distintos niveles socioeconómicos, apuntó desde sus comienzos a la recuperación de los depósitos capturados, bandera única que permitía suponer que satisfecha la demanda, la desarticulación sería el siguiente paso.

Sin lugar a dudas, esta clase de peticiones, ligadas a la reivindicación de la propiedad privada, no conseguían lograr las solidaridades sociales esperadas.  De todas maneras, tanto los movimientos de “cacerolas”, como las “asambleas”, se unificaban en un mismo reclamo que tenía como denominador común, “una suerte de “basta” generalizado”, pero en particular a los políticos profesionales y a los elementos más paradigmáticos del modelo económico. A partir de esta línea común comenzaban a bifurcarse las aspiraciones, ya que para algunos sólo se trataba de recuperar los ahorros retenidos, u obtener la pesificación de sus deudas bancarias, mientras que para otros, quienes propugnaban un cambio de políticas estatales no lograron traducirlas en demandas más concretas”
.  

c. La demanda de una mayor participación

Sin lugar a dudas, si un elemento emergió de las ruinas de la Argentina post diciembre de 2001 fue la demanda por parte de población de una mayor participación en los asuntos políticos, la revalorización de los espacios públicos y la emergencia de una ciudadanía que desde una acción afirmativa se presentaba como un actor a tomar en cuenta para las futuras decisiones.

Esta explosión de lo social a partir de la crisis de 2001, se ve materializada a partir de la creación de múltiples organizaciones civiles
 ligadas a diferentes temáticas. 

Esta conformación de instancias participativas “desde abajo” que interpelan al Estado desde sus propias demandas, permiten visualizar la crisis que iban atravesando las distintas instituciones que otrora cumplían el papel de canalizadoras exclusivas de las demandas que históricamente se desarrollaban en la sociedad.

En este contexto, las elecciones presidenciales de 2003 ratificaron este proceso que encontró en la demanda de una mayor participación su escenario privilegiado. Como no ocurría en años anteriores, el índice de participación ascendió en forma notable acercándose a cifras históricas.  La participación electoral orilló el 80% y los votos en blanco y anulados descendió del 21% de las elecciones parlamentarias de octubre de 2001, al exiguo 2,5%, considerado normal para esta clase de contiendas electorales.  Estos datos demuestran el alto grado de concurrencia, como a sí también la fragmentación de la sociedad a la hora de optar por las distintas preferencias que formaron parte de la elección presidencial.  El 90% de los votos se distribuyeron entre cinco candidatos, cuya diferencia no alcanzó el 10% entre el primero y el quinto
. 

La paridad electoral significó que ninguno de los candidatos alcanzara una mayoría capaz de legitimar el primer gobierno post transición y crisis 2001.  En ese sentido, el escenario del ballottage aparecía como el espacio por excelencia para que los candidatos más votados arribaran al gobierno con el porcentual de votos necesario para legitimar, aún más, el inicio de su gestión.  Sin embargo, la renuncia de Menem a jugar esta variante electoral, despojó a Néstor Kirchner del rotundo triunfo que preveían las encuestas
 y con ello, le impidió asumir el poder con un fuerte respaldo electoral necesario para iniciar la primera gestión posterior a la crisis de diciembre de 2001.

El 25 de mayo de 2003, Néstor Kirchner asumía la presidencia con el 22% inicial de votos y con la “exigencia social” de no volver a repetir las lógicas imperantes en el pasado.  En este sentido, es que se inscribe la importancia de abrir la Administración Pública hacia una ciudadanía activa que, aún, con sus propias contradicciones internas requiere no ser obviada en este nuevo proceso.  

En este contexto surge la importancia de contar con una Administración Pública receptiva a las demandas ciudadanas.  El Programa Carta Compromiso con el Ciudadano, creado por decreto del Poder Ejecutivo el 8 de marzo de 2000, es una herramienta con que cuenta el Estado para acercarse a la ciudadanía y dotar a  la misma de una participación real y concreta.  En este sentido, luego del proceso iniciado en el 2001, tanto desde la sociedad civil como desde el Estado, se genera un momento donde la participación es tomada en un renovado sentido. La resignificación del Programa se da en este contexto signado por una apertura de la administración hacia la ciudadanía.  El primer elemento de este tramo es, sin duda, la reconstrucción de la confianza que sufrió una permanente erosión durante los últimos años.  Esta desconfianza, aún no resuelta, se dirige hacia todo lo que tiene que ver con el Estado, generando un espacio público en el cual los procesos de participación se ven amenazados por esta impronta.  En este escenario se impone la necesidad de reivindicar una herramienta de gestión y de participación ciudadana como es el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano.

Capítulo II. 

Caracterización y evolución del Programa Carta Compromiso: Análisis de la implementación.

a. El Programa Carta Compromiso con el Ciudadano

La adaptación de las diferencias experiencias internacionales a nuestro país se llevó a cabo a partir de tomar en cuenta las características distintivas de la Argentina, como así también, del contexto, en donde dicha herramienta se llevó  adelante.

La Argentina fue pionera en América Latina en la aplicación de este instrumento de gestión, recibiendo inicialmente la cooperación de expertos ingleses para su desarrollo, generándose en la Provincia de Mendoza la primera experiencia piloto

Debe destacarse a su vez, que la flexibilidad con que dicha herramienta de gestión viene siendo desarrollada por el Programa, es una característica saliente al interior de estos procesos de reforma.  Desde su creación por intermedio del decreto 229 en marzo de 2000 hasta la fecha, el Programa Carta Compromiso bajo la órbita de la Subsecretaría de la Gestión Pública de la Jefatura de Gabinete de Ministros y de la Secretaría para la Modernización del Estado de la Vicepresidencia de la Nación (hasta la renuncia de Carlos Álvarez en octubre de 2000), ha ido adaptándose a las diferentes administraciones y ha dado cuenta de los cambios que se han sucedido al interior del Estado nacional.  Es decir, la permanencia del Programa a través de las administraciones que siguieron a la crisis económica, social, política e institucional de diciembre de 2001 y su actual impulso por parte de la Subsecretaría de la Gestión Pública puede analizarse a través de dos aspectos centrales: 

· Continuidad como un valor central en las políticas de Estado, afianzando la credibilidad y calidad institucional en la acción de los organismos públicos adheridos al Programa.

· Capacidad de adaptación a las necesidades sociales, expresado esto último a través de la adopción por parte del Programa de nuevos valores, objetivos y acciones destinadas a recuperar un horizonte vinculado con el bien público, la justicia social, la construcción de ciudadanía y de un Estado presente.
De acuerdo con la normativa de creación del Programa, el mismo tiene por objeto la instrumentación de compromisos de servicio por parte de los organismos públicos prestadores directos, donde se transparenten las condiciones y modalidades operativas de las prestaciones así como los derechos que con relación al tema, asisten a los ciudadanos.

La finalidad definida al momento de su instauración fue la de lograr una mayor receptividad y mejor respuesta del Estado a las necesidades y prioridades de los ciudadanos en lo referente a la prestación de los servicios a su cargo, estableciendo los principios y criterios generales que propendan a la mejora de la calidad de los mismos y reafirmando los derechos de los que goza el ciudadano frente a la Administración Pública Nacional.

En virtud del mismo instrumento legal, el Programa tiene por objeto la instrumentación de compromisos de servicio por parte de los organismos públicos prestadores directos, donde se transparenten las condiciones y modalidades operativas de las prestaciones así como los derechos que con relación al tema, asisten a los ciudadanos.

Los objetivos específicos del Programa, de acuerdo al decreto de creación del mismo, apuntan a:

· Lograr en las organizaciones públicas una mayor sensibilidad hacia los ciudadanos y una mayor receptividad a sus demandas, orientando su desempeño en el marco de una gestión por resultados.

· Fortalecer la capacidad de los ciudadanos para ejercer sus derechos a recibir servicios de calidad, es decir, acordes a sus necesidades o expectativas. Normalizar el uso de indicadores de calidad de los servicios y de satisfacción de los ciudadanos y difundir los resultados obtenidos en la evaluación del desempeño institucional.

· Generar las condiciones para el desarrollo de procesos de mejora continua, a partir de la evaluación del cumplimiento de las metas establecidas y de los niveles de satisfacción alcanzados por los ciudadanos.

Sin perjuicio de estos lineamientos, en un nuevo contexto político y social, las metas mencionadas adquieren un carácter renovado a partir de la fijación de un conjunto de objetivos estratégicos por parte de la actual gestión en lo que hace al rol del Estado y su relación con la ciudadanía.  Debe recordarse que la génesis del Programa se inserta en un contexto de predominio de las políticas neoliberales de ajuste, donde las lógicas apuntaban a consolidación un Estado mínimo - que se retira de espacios que le son propios desde un esquema de agente articulador del conflicto social- y donde la ciudadanía era pensada y ubicada en un rol pasivo. Aquél Estado venía, a su vez, lesionado en sus capacidades de gestión a partir de años de políticas de desfinanciamiento y deterioro de los recursos humanos y materiales de los que se valen toda administración de lo público.

Luego de la crisis del 2001 y en un nuevo contexto político y social marcado por la inauguración de la gestión del presidente Néstor Kirchner, la acción de la Subsecretaría de la Gestión Pública y del Programa Carta Compromiso con el Ciudadano se propone, a través de su interrelación con los distintos ámbitos de la Administración Pública Nacional, generar aportes que tiendan a promover:

· Una mayor legitimidad en la acción del Estado  

· Una reconfiguración del vínculo Estado-Sociedad 

· Mecanismos que apunten a “reconstituir ciudadanía”

En ese marco, la acción de la Subsecretaría se dirige a lograr con la implementación del Programa que los organismos públicos adquieran herramientas que les permitan, de manera específica:

· Comunicar derechos y proveer de herramientas para su efectiva aplicación.  Entender a la información dirigida a los ciudadanos como un derecho y una necesidad básica.

· Conocer las necesidades y expectativas de los distintos grupos de la población beneficiaria de cada organismo y en tanto sea posible, adaptar sus servicios / productos a las mismas.

· Promover una participación amplia de la ciudadanía y de los agentes del Estado.

· Promover la gestión por resultados como una herramienta de mejora en la atención de las necesidades de los ciudadanos.

· Detectar problemas y generar soluciones para los mismos.
b. Características y elementos del Programa

El Programa Carta Compromiso con el Ciudadano tiene como objetivo central desarrollar en los organismos públicos procesos de mejora continua que permitan incrementar -en forma progresiva, permanente y constante en el tiempo- la receptividad a las demandas y necesidades de los ciudadanos y la calidad de los servicios que prestan.  En tal sentido, constituye un modelo de intervención en las organizaciones públicas destinado a poner en marcha aspectos centrales de la gestión por resultados y de una administración receptiva a partir de generar espacios de comunicación y participación plena de la ciudadanía.  El punto de partida para su implementación lo constituye “la decisión de los organismos de comenzar a concebir y desarrollar los servicios públicos con los ojos de quienes los utilizan y reciben”

Sintéticamente, el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano se implementa a partir de cuatro componentes: 

a) Estándares de Calidad de Servicios

Este componente implica establecer y dar a conocer los niveles de los servicios que los ciudadanos pueden razonablemente esperar.  Asimismo, supone la difusión periódica del rendimiento real alcanzado en la calidad de los servicios comparándolos con los estándares establecidos.

La fijación de los estándares de servicio requiere que la organización determine previamente los factores o atributos de calidad que deben poseer cada uno de los servicios en función de las expectativas y necesidades de los ciudadanos.  Asimismo, requiere la construcción de indicadores que permitan monitorear su desempeño y verificar los resultados finales obtenidos (cumplimiento de los estándares).

Este componente se divide en dos subcomponentes:

· Estándares de calidad de los servicios esenciales: relacionados con la calidad intrínseca de los servicios prestados.

· Estándares de calidad en el punto de contacto: relacionados con la calidad de la atención en el momento de la interacción entre el organismo y la ciudadanía.

b) Sistemas de información al ciudadano.
Reforzar la legitimidad democrática a través de la información sobre el funcionamiento de los servicios que brinda el Estado y hacer transparente la Administración para fortalecer la confianza en el Sector Público, constituye hoy una necesidad imposible de soslayar.

Con este espíritu, Carta Compromiso con el Ciudadano concibe “el componente sistema de información, termino que remite más al derecho de los ciudadanos a ser informados por la administración, que al modo en que las teorías de la comunicación definen la verticalidad de los mensajes”

Este componente implica por parte de los organismos el establecimiento de un sistema de información destinado a los ciudadanos que les permita conocer en forma sencilla y clara:

· Los servicios que brinda el organismo y las formas de acceso a los mismos.

· Sus Derechos y Obligaciones.

· El nivel de desempeño de los servicios de la organización. 

· Las formas de participación existentes destinadas a influir sobre la toma de decisiones.

· Qué puede esperar de los servicios que brinda el organismo (acotando las expectativas).

c) Participación Ciudadana

Este componente resulta el más importante en la actualidad. En la lógica del Programa se apunta a considerar a los ciudadanos como el eje central de la implementación, los cuales deben ser consultados en forma sistemática a la hora de proyectar los servicios públicos.

En este sentido, el componente implica por parte de los organismos el establecimiento de modalidades de participación ciudadana, las cuales deben ser incorporadas tanto para diseñar y producir el servicio como, para orientar al proceso de mejora continua desde su perspectiva. 

Debe tenerse en cuenta que el desarrollo del Programa exige, como mínimo, la opinión de los ciudadanos en la definición de los atributos de calidad del servicio (para su diseño y producción de acuerdo a lo que ellos requieren), su punto de vista sobre los problemas que surjan al momento de la prestación (a través del sistema de quejas y sugerencias) y su opinión sobre los resultados (nivel de satisfacción por los servicios recibidos).

d) Monitoreo y evaluación de las actividades y resultados para la retroalimentación, como base para la Mejora Continua.
Este componente implica por parte de los organismos la realización de evaluaciones sobre la capacidad de los procesos de producción del servicio y de los resultados (cumplimiento de los estándares y satisfacción de los ciudadanos).  Asimismo, requiere efectuar un monitoreo (seguimiento) permanente que permita llevar a cabo los ajustes necesarios que aseguren el cumplimiento de los estándares comprometidos para el período anual y una evaluación que sirva de base para la formulación de las  propuestas de mejora en el período inmediato posterior. En este sentido “este proceso de evaluación  y contrastación entre lo diseñado y la satisfacción alcanzada por los ciudadanos, la fuente para un proceso de retroalimentación que constituye la base para la implementación de procesos de mejora continua en las organizaciones públicas, tomando como referencia central a los destinatarios de los servicios”
 

Además, comprende la formalización de los canales de información sobre los resultados percibidos por los destinatarios de los servicios, como insumos principales para la toma de decisiones de mejora por parte de la Alta Dirección del organismo.

Capítulo III. 

La participación ciudadana un elemento saliente en las Cartas de Servicios de nuestro país.

a. Interacción de los actores implicados en la implementación

Los actores que participan en la implementación de las políticas

Como se ha señalado, la Administración a través de sus organizaciones es la que aplica las normas e implementa las políticas públicas, garantiza servicios y prestaciones, recauda impuestos, informa e interviene en la vida de los ciudadanos de muchas maneras.  Desempeña todas esas tareas porque, con arreglo a sus principios de acción, quiere introducir cambios en la sociedad destinados a mejorar la calidad de vida de sus integrantes. Para ello debe interactuar con la sociedad, ya sean particulares, grupos, organizaciones o empresas, es decir, a los que denominamos ciudadanos.

En cada caso concreto la resolución respecto a quienes son los ciudadanos de las distintas organizaciones públicas puede variar de acuerdo con el tipo de bien o servicio que la misma debe generar y el contexto político e institucional en que cumple su misión.  La tarea de identificar los ciudadanos (que serán los actores clave en la participación) debe comenzar con la identificación de las necesidades, expectativas y demandas de quienes están interesados en la provisión de los bienes o servicios que produce cada organización, los cuales en muchos casos son un “mix” de interesados que incluye al público en general, grupos de interés y a los destinatarios directos de los bienes o servicios o aquellos que el accionar del organismo público afecta directamente
 .

La participación de la ciudadanía en el ámbito del estado ha tendido a manifestarse bajo las siguientes perspectivas:

· Por una parte se busca participar para demandar por la vigencia y ejercicio de los derechos ciudadanos (individuales, políticos, económicos y sociales), reclamándole al Estado las condiciones necesarias para que estos puedan ser ejercidos.  

· Una segunda instancia refiere a la participación en los distintos procesos de las políticas públicas. Con una larga tradición en esta dimensión, la ciudadanía se ha expresado, la mayor de las veces en forma colectiva, por ser parte de los procesos de ejecución, control e incluso diseño de las políticas públicas en las distintas áreas.

Ahora bien, para que este estado de situación alcance el grado de política pública fue necesario, justamente, la cuota de decisión política para llevar a implementar la participación de la ciudadanía en la Administración Pública.  Para comprender el motivo que condujo a esta “apertura” a la participación debemos tener en cuenta el proceso de agotamiento de la denominada matriz Estado–céntrica, según señala Garretón
. Esta se caracterizó por la construcción de un modelo estatal con un gran nivel de injerencia en la economía y la vida social en general, y que propendía a que los diversos actores sociales encontraran en éste una instancia de identificación y dinamización social.  Una orientación que se consolidó en buena parte del mundo en el período de la posguerra, implicado también en los modelos keynesianos y de Estado de Bienestar.  Por diferentes razones esos modelos llegaron a su fin con el siglo XX, entre los que no debemos dejar de lado el avance de las corrientes neoliberales a mediados de los ’70. La importante a resaltar es que en los últimos 30 años los modelos de economías con fuerte orientación estatal, y la capacidad de éste para  incidir en las diferentes dimensiones sociales, fue perdiendo su peso específico. 

De allí que con las reformas de los ’90 surgieron las primeras propuestas acerca de la necesidad de incluir la participación ciudadana en las políticas públicas.  “De esta manera todos los programas incluían una cláusula de participación o intervención de los propios beneficiarios, en particular en los llamados programas sociales. Esta participación era planteada, las mas de las veces, como una suerte de reaseguro respecto de la transparencia de los programas que se ejecutarían, es decir una participación que se concertará en la idea de garantizar procedimientos”
.  Esta consideración, de alguna manera, restringe la idea más profunda de democracia ya que “facilita circunscribir la democracia en tanto régimen político a un sistema de reglas y procedimientos, olvidando o escamoteando que ella es, también, un sistema de producción de decisiones sobre cuestiones sociales y económicas.  A su turno el instrumentalismo es reforzado por el predominio de los tiempos cortos de la contabilidad financiera y la rendición de cuentas de los funcionarios, sobre el tiempo largo de la construcción institucional”
. En una tendencia generalizada del período, se buscaba el fortalecimiento de los procesos de gestión antes que la discusión acerca de los contenidos de esos procedimientos.

La mejora de los procedimientos es una faceta nodal en un proceso que busque hacer más eficiente y eficaz la acción gubernamental, en particular en su faz de administración. Sin embargo, ello no debe hacernos olvidar el componente central y objetivo de la participación que es, en definitiva, el de reforzar el sistema democrático y recoger las demandas de la ciudadanía. Al plantear esta perspectiva, la participación debiera orientarse hacia “la idea en definitiva de que todo proceso de gobernabilidad tendría que incluir la delegación de poder a la comunidad, a la sociedad civil como una política del propio Estado de generar mecanismos participativos nuevos”
.  De este modo la participación buscaría dos objetivos centrales a la vez: por una parte, recoger las demandas y perspectivas de la ciudadanía acerca de la administración de la cosa pública; y por la otra, mejorar los procesos de gestión en cuanto a los resultados. Ambos aspectos deben ser tomados en cuenta ya que si bien los ciudadanos esperan del Estado el cumplimiento de determinados servicios específicos, el Estado no es un mero proveedor de la ciudadanía, sino que es una instancia de representación y ordenador del espacio público en su conjunto. En ese proceso, el Estado simboliza buena parte de la vida pública de los ciudadanos. Desde allí que la participación adquiere relevancia cuando logra representar las demandas ciudadanas, y convertirlas en mejor direccionalidad del Estado para satisfacerlas. 

Definición y objetivos de la participación ciudadana

Como se expresó en los párrafos precedentes, la participación ciudadana representa el eje conceptual donde se asienta el Programa Carta Compromiso, el cual constituye un avance sustancial y novedoso en el terreno de las Cartas de servicios. En este sentido, la participación ciudadana como concepto amplio, es la expresión de la capacidad que tienen los ciudadanos de intervenir - de muy diversas formas y en muy distintos grados- en una amplia serie de asuntos públicos, especialmente, en las decisiones que modelan las políticas del Estado y en la gestión, evaluación y control de las organizaciones de la Administración Pública que producen los bienes y servicios destinados a cumplir con las políticas establecidas.

En el contexto de esta definición, la participación ciudadana está dirigida a lograr dos objetivos principales:

• Fortalecer la democracia a través de la participación de la ciudadanía:

-  en el diseño y la formulación de las políticas públicas,

- en la implementación de estas políticas a través de los organismos de la Administración Pública.

• Lograr la transparencia y la rendición de cuentas del sector público

La participación ciudadana en la fase del diseño y formulación de las políticas públicas constituye un instrumento necesario para:

• Mejorar la calidad de las políticas: facilitando a los gobiernos la incorporación de un campo más amplio de fuentes de información, perspectivas y potenciales soluciones para enfrentar los desafíos de implementar políticas bajo crecientes condiciones de complejidad, interdependencia y presiones.

• Integrar los inputs en el proceso de desarrollo de las políticas, mostrando a los ciudadanos que sus ideas y propuestas son escuchadas y sus puntos de vista son considerados en las decisiones que se toman en el gobierno.

• Responder a las demandas de aumentar la transparencia y la rendición de cuentas de los actos de gobierno.

• Incrementar el reconocimiento público por la acción del gobierno y revertir así la actual erosión de votantes en las elecciones, la deserción de afiliados de los partidos políticos y las desfavorables encuestas acerca de la confianza en las instituciones públicas.

La participación de los ciudadanos en la fase de implementación de las políticas a través de los organismos de la Administración Pública constituye un instrumento necesario para:

• Aumentar la capacidad de respuesta de la administración a la evolución de la demanda de los ciudadanos (receptividad).

• Mejorar la calidad de los servicios que producen y prestan las organizaciones públicas, involucrando a la sociedad en  su elaboración.

Evolución del concepto de participación en el interior del Programa

El componente de participación ciudadana ha ido evolucionando en su implementación a lo largo de los últimos años
 debido a la importancia que ha registrado para la ciudadanía esta herramienta de incidencia sobre la Administración Pública.  En este sentido, es que durante los primeros años de implementación del Programa, el componente de participación ciudadana se asentó casi en soledad, en la incorporación a los organismos de un sistema de quejas y sugerencias y de encuestas de satisfacción que se aplicaban a un segmento limitado de los usuarios. 

A partir de la crisis estructural de fines de 2001, sumado al cuestionamiento cada vez mayor a las dirigencias tradicionales del país en todos sus ámbitos, es que el Programa institucionalizó el instrumento y amplió sus horizontes hacia otras herramientas de participación.  

En este sentido, en el mes de julio 2002 se creó la Unidad Sociedad Civil en el marco de este Programa. La misma supone la institución de un espacio de articulación de los organismos públicos y las organizaciones de la sociedad civil tendiente al involucramiento de los ciudadanos en la gestión y evaluación de los servicios que reciben.  Aquí es donde se manifiestan con claridad los elementos de continuidad y de capacidad de adaptación del Programa para dar cuenta de las distintas realidades en donde dicho instrumento se inserta.

En consecuencia, la evolución que tuvo el componente de participación ciudadana desde la instrumentación del Programa en el año 2000 se manifiesta en la incorporación de nuevas instancias en el interior de este proceso. 

Las acciones, propuestas y demandas de participación se manifiestan, entonces, a través de las instancias que constituyen los canales que favorecen esta práctica.  Las instancias remiten a diferentes momentos del desarrollo del organismo de sus programas y políticas.  Por ello los procesos de participación que se abren son diversos, demandan de distintos actores, como de una multiplicidad de herramientas, ya se trate por ejemplo de conocer la opinión de la ciudadanía, formar políticas de seguimiento, recibir reclamos o alcanzar consensos. 

Formulación de Programas: En este momento las organizaciones abordan la transformación de la voluntad política en un conjunto de instrumentos prácticos cuyo objetivo es asignar a las mismas tareas nuevas y diferentes. La participación ciudadana en esta instancia es necesaria para que los organismos puedan conocer adecuadamente las demandas y necesidades de la población, definir con precisión los objetivos a alcanzar con los recursos disponibles y establecer las prioridades para el desarrollo del Programa.  A su vez la participación se torna vital para que los grupos y distintos espacios de la sociedad hagan conocer su opinión y propongan políticas al respecto, en particular cuando de la aplicación del programa depende el ejercicio de derechos ciudadanos, están en juego los derechos. Se presenta de esta manera como una instancia clave: la de la construcción de consensos.

b) Diseño de los Servicios: En este momento la participación es necesaria en la medida que cada organización requiere conocer, ya no las líneas generales sino de manera más específica las expectativas concretas de los ciudadanos para que las mismas puedan ser traducidas, de manera consensuada, en los objetivos que deben alcanzarse, el universo a cubrir, los derechos a garantizar, los plazos de ejecución, como así también los atributos de calidad que deben cumplir los servicios que se van a prestar. Es decir, “La consulta a los ciudadanos con relación a los servicios que presta el Estado constituye, sin dudas, un instrumento significativo de participación... la información que los usuarios brindan a través de dichos métodos de consulta y participación genera un conjunto de insumos necesarios a toda gestión para optimizar su funcionamiento y lograr altos índices de calidad en los servicios prestados”

c) Producción de los servicios: Este momento adquiere particular relevancia cuando resulta conveniente o necesario integrar a los ciudadanos de manera activa (para simplificar la gestión, llevarla adelante de manera conjunta, delegar la ejecución de programas o proyectos a personas o asociaciones que estén mejor preparados para llevarlos acabo, etc.) haciéndolos corresponsables en las decisiones relacionadas con la gestión y producción de los servicios. También es necesaria, por ejemplo, cuando se realiza la prestación del servicio en el punto de contacto, en la medida que en la mayoría de las ocasiones, las organizaciones deben co-producir el servicio con el ciudadano (el caso, por ejemplo, de llenar un formulario o cumplimentar una declaración fiscal con los contribuyentes).  El objetivo de parte del Estado no es el de terciarizar sus funciones, sino el de incorporar a la ciudadanía en una instancia clave de la política, para ganar en representación y transparencia.

d) Evaluación de los Resultados: En este momento la participación es necesaria en la medida que permite contrastar lo diseñado, lo efectivamente logrado y la satisfacción alcanzada por los ciudadanos. La participación ciudadana en esta instancia permite, por ejemplo, a través de las consultas, determinar sí se están prestando los servicios de acuerdo a lo que los ciudadanos demandan, necesitan y esperan, si es necesario rediseñarlos o mejorar su producción para responder adecuadamente a sus demandas o si es necesario establecer nuevas prioridades.

Capítulo IV. 

Resultados de la implementación (2000- 2007)

Desde marzo del 2000 hasta la fecha el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano tuvo los siguientes resultados en las diferentes etapas de su implementación.

1. Organismos adheridos al programa y Cartas firmadas 

A la actualidad, un total de 46 organismos de la Administración Pública Nacional han adherido al programa, 37 de los cuales firmaron sus Cartas Compromiso.  Los 9 restantes han completado su plan de implementación pero, con autorización de la Subsecretaría de la Gestión Pública, no han firmado sus cartas por problemas de inestabilidad política o problemas institucionales, por lo que esta pendiente su reincorporación al Programa. 
2.  Personal Capacitado
Se realizaron tareas de formación a más de 550 facilitadores y de capacitación y sensibilización a más de 1500 funcionarios y personal operativo desde el inicio del Programa.  Sin lugar a dudas, esto representa un avance superlativo de cara a consolidar equipos de trabajo en el interior de la Administración Pública nacional. Desde la concepción del Programa, se considera que la sensibilización de los trabajadores del Estado en esta herramienta de gestión, es el paso previo a todo intento de instalar una cultura organizacional orientada al ciudadano y a la gestión por resultados.  A su vez, esta capacitación introduce en el interior de la organización herramientas de gestión de calidad sumamente útiles para brindar un servicio desde la perspectiva de sus destinatarios y que más tarde pueda ser rectificado o consolidado a partir de mediciones que la misma administración desarrolla. 

3. Estándares y compromisos de mejora establecidos
Se han establecido más de 1550 estándares de calidad y compromisos de mejora desde el inicio del Programa, los que son monitoreados y evaluados periódicamente por los propios Organismos y la Subsecretaría de Gestión Pública, instalando, de esta manera, en el interior de la administración una cultura de la medición y del propio desempeño como una variante de la apertura institucional hacia la ciudadanía.

4. Logros del Programa Carta Compromiso con el Ciudadano. 

Como resultado del desarrollo del Programa podemos consignar:

· Importante nivel de institucionalización del Programa Carta Compromiso con el Ciudadano (Decreto 229/00) y formalización de acuerdos con un número importante de organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil 
· Contribución a un mayor conocimiento y una mayor precisión en la definición de la misión, los objetivos institucionales, los servicios producidos y sus destinatarios.
· Elaboración y publicación de los estándares de servicios esenciales fijados por los organismos que eran inexistentes antes de la implementación del Programa. 

· Desarrollo e implementación de un sistema de Calificación y Evaluación a los organismos. En este sentido en el mes de noviembre de 2001 el Jefe de Gabinete  entregó las calificaciones anuales a los seis primeros organismos que firmaron su carta y se realizó el “Primer Encuentro de Evaluación del Programa Carta Compromiso” con la participación y exposición de los representantes de dichos organismos y de las Organizaciones de la Sociedad Civil que representan a los destinatarios de los servicios.

· Mejoras significativas en la precisión y detalle del diseño e implementación de Planes de trabajo como un paso previo necesario para la instalación del Programa en el organismo y dotando de previsibilidad al grupo de facilitadores en torno a la tarea a realizar en vista a la firma de la Carta Compromiso.

· Desarrollo de un “know how” para la estandarización de servicios públicos. Es decir, el desarrollo de una metodología para la confección de estándares de los servicios esenciales que presta la Administración.  

· Jerarquización de las áreas de atención al público, como punto de contacto entre el ciudadano y la administración. En este sentido, se realizaron importantes mejoras en las carteleras, señalización, capacitación del personal en torno a la comunicación, como una instancia central en la interacción entre el público y la administración.

· Promoción de canales alternativos de contacto con el ciudadano: instalación de Páginas Web’s, 0-800, etc. en varios organismos.

· Difusión de los derechos de los ciudadanos: elaboración de folletos y otros materiales, campañas gráficas, radiales y televisivas en varios organismos.

· Elaboración de Guías de Trámites en varios organismos (www.tramites.gov.ar), con el objetivo de agilizar trámites en los organismos públicos y dotar de capacidad de información a la ciudadanía para arribar a los organismos con la información necesaria para iniciar las medidas correspondientes. Esta herramienta permitirá orientar al ciudadano para la realización de trámites ante diversos puntos de contacto de la APN.

· Valoración de la participación ciudadana como estrategia para la modernización de la gestión. Desarrollo en varios organismos de distintas modalidades de participación: realización de encuestas de satisfacción y expectativas, grupos focales, auditorías públicas, foros de consulta, etc. Este componente, como se comentó anteriormente, es una herramienta central para el Programa, ya que implica que la ciudadanía, por intermedio de diferentes canales, hace conocer sus inquietudes y demandas e incide en la posterior elaboración de los servicios esenciales que brinda el organismo. En este sentido, la instalación de sistemas de quejas en todos los organismos incorporados al Programa, y su resignificación como una oportunidad para mejorar los servicios y tomar decisiones (el 90% de los organismos sólo disponía en su etapa inicial de libros de quejas formales) implica una considerable mejora en el bienestar general.

· Promoción de la cultura de la medición, prácticamente inexistente en los organismos antes de su incorporación al Programa. Todas las organizaciones incorporadas han comenzado a medir resultados y algunas de ellas utilizan los mismos para la toma de decisiones y el desarrollo de mejoras. De esta manera, inducir la utilización de los Resultados de Monitoreo como Tableros de Mando para priorizar acciones correctivas y mejorar la calidad de los servicios permite gestionar sobre la base de resultados. Este Tablero fue ideado desde el Programa y contó con la apoyatura informática de la Oficina Nacional de Tecnologías de Información (ONTI) de la Subsecretaría de la Gestión Pública. 
· Desde marzo de 2003, se publica un Boletín mensual donde aparece información ordenada de acuerdo a tres ejes: "la marcha del programa" (con información propia de la Unidad Central), "por los organismos" (con novedades sobre avances en los resultados de la implementación de Carta Compromiso) y "participación" (con actividades que involucran a la sociedad civil). Con un criterio periodístico, se priorizan resultados y logros de las acciones en notas breves, sencillas y específicas. Este instrumento permite consolidar la imagen del programa y fortalecer una red compuesta por organismos adheridos, funcionarios, organizaciones sociales y ciudadanos involucrados en la iniciativa.

· Desde mayo de 2003, el Programa cuenta con un sitio Web, en el cual se centraliza la información hasta entonces dispersa en diferentes páginas de la APN. El objetivo propuesto consiste en describir la Unidad Central del Programa, sus orígenes, la modalidad de implementación, sus componentes, los documentos producidos por Carta Compromiso, además de los resultados y logros alcanzados. Además, sintetiza las Cartas sobre la base de 6 criterios que simplifican la información sobre los compromisos asumidos por los organismos. Desde el sitio también se puede acceder al Boletín Electrónico del Programa.

Conclusión

Durante de la década de los noventa, Argentina asistió a una profunda modificación de las relaciones entre el Estado y la sociedad. Las denominadas reformas estructurales de primera generación impulsadas por la segunda administración democrática posterior a la dictadura militar, implicaron cambios significativos en las políticas económicas, la orientación del Estado y sus consecuencias en el plano de lo social.  En este sentido, debemos indicar que la apertura económica, las privatizaciones de los principales activos públicos, junto a desregulación de los mercados y la flexibilización del mercado de trabajo, conformaron un menú destructivo de las antiguas relaciones entre la sociedad y el Estado.  El abandono por parte de éste de las antiguas tareas de protección de las diferentes áreas de interrelación con lo social volcó a amplias capas de la población nacional al desempleo y la marginalidad.  A su vez la reforma propia del Estado enmarcada en las denominadas reformas de segunda generación implicó fuertes cambios en la estructura organizacional del Estado que generalmente incluyeron reducciones de unidades organizativas y la puesta en peligro de la estabilidad del empleo público a través de la implementación de retiros “voluntarios”, situaciones que tensaron las relaciones hacia el interior de la Administración Pública.  Como se comentó a lo largo de este trabajo, esta falacia reduccionista asentada en la frase “achicar es mejorar” ha sido el prisma incuestionable en el pensar y actuar de las reformas orientadas al mercado de los noventa, con resultados muchas veces muy poco ceñidos a la eficiencia que en teoría orientaban esas reformas.

Los debates que en la actualidad surgen en las discusiones sobre la calidad y la eficiencia en la administración y que han sido tratados en las primeras cuatro secciones, tienen como eje a los, en teoría, disímiles paradigmas que van desde la lógica burocrática, hasta la lógica gerencial.  Sin embargo, debemos indicar que el paradigma gerencial en la Administración Pública que, a mediados de los noventa se juzgaba como el icono a seguir alrededor de la reforma administrativa, parece que en los albores del siglo XXI perdió sus ventajas comparativas que lo hacía acreedor a convertirse en modelo de exportación para las distintas latitudes. 

De la misma manera, el paradigma de cliente-ciudadano parece perder su brillo de antaño. En palabras de Arenilla Sáez podemos indicar que el concepto de cliente se limita sólo a un aspecto de la ciudadanía y que la “La faceta de ciudadano es más omnicomprensiva y se refiere a la legitimidad última del sistema político, y por ello de la Administración pública, que para él es la encarnación del Estado, de lo público y lo político”
.

De todas maneras, esta herida a las concepciones gerenciales de la administración pública no implica una vuelta inmediata a la antigua modalidad burocrática. Como se ha sugerido durante este trabajo, parece emerger un modelo que retoma las cualidades más importante de ambos modelos.  En este sentido, la profesionalización, el mérito, el control y la racionalidad constituyen características del modelo burocrático que, necesariamente, son atributos de una estructura organizacional que definen la forma en que se organiza la administración pública. Sin embargo, los continuos cambios a que fue sujeto el Estado a partir de la ola neoliberal de los noventa y su alejamiento de la ciudadanía a partir del abandono de sus actividades típicas de regulación, crearon las condiciones para la emergencia de un paradigma que sostiene la inclusión más activa de la ciudadanía en la recepción de los servicios públicos.  Por lo tanto, las cualidades más significativas del modelo burocrático, que en teoría parecía en vías de extinción, se enlazan con el arquetipo que descansa en la importancia de fomentar un rol más participativo de la ciudadanía.

La experiencia argentina permite demostrar la necesidad de profundizar las reformas orientadas al ciudadano, junto a dosis cada vez mayores de burocratización y profesionalización de las administraciones nacionales.  Es decir, se advierte la necesidad de consolidar una dotación pública de excelencia, profesional y conformada a partir del mérito, que gestione poniendo su vista en la satisfacción de sus usuarios, conciliando las expectativas de éstos con el involucramiento y las necesidades de los servidores públicos a fin de establecer una relación armónica entre ellos, en función de las metas a alcanzar 

La historia ha demostrado que la fuerte reducción de personal derivada de la reforma del Estado, las transferencias de responsabilidades y desregulaciones varias, propiciadas durante la década del noventa se vieron parcialmente contrarrestada por la incorporación de personal dedicado a asuntos nuevos, demandado por la propia redefinición del papel estatal. Es decir, la clausura del ingreso a las estructuras del Estado, además de la aparición de nuevos desafíos en la gestión pública, demandaron el ingreso de nuevos empleados a la Administración, con las consecuencias aciagas que ocasionaron la falta de consolidación de un plantel administrativo y la colisión en cuanto a responsabilidades y funciones entre el personal del Estado.  Sin embargo, la Administración pública nacional parece dirigir su mirada, a partir del aprendizaje de estas experiencias, hacia una lógica que ubica a la constitución de una real burocracia, alejada de los “punteros” políticos, el amiguismo y la corrupción, junto a orientar sus servicios esenciales hacia una ciudadanía participativa en su agenda de gobierno. 

En este contexto de redefiniciones del aparato del Estado nacional, es que tiene su génesis el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano. Las Cartas de Servicios se han convertido a lo largo de este decenio en una herramienta de suma importancia en vista a procesar las peticiones cada vez más exigentes de una ciudadanía activa en el interior de las arenas del Estado.  A su vez, las Cartas ofician como un instrumento de gestión sumamente apta para que la ciudadanía se informe y participe en la provisión de los servicios públicos. De todas formas, las características específicas de las mismas, varían de acuerdo al contexto en que estas herramientas se instalan. La experiencia argentina muestra la inviabilidad práctica del modelo que se pretendió instituir a partir de los lineamientos del Consenso de Washington y prueba que no existen modelos directamente transferibles a partir de las experiencias de reforma y modernización “exitosas”, como las que se han registrado parcialmente en Nueva Zelanda, Inglaterra o Estados Unidos. La exportación directa de esta herramienta de gestión, sin el filtro adecuado del contexto en el que las mismas van a ponerse en práctica, en general se estrella contra una realidad disímil y ajena a los supuestos preexistentes.

La realidad nacional de fines del 2001 en los albores de la inauguración del Programa, como fue descripta en la sexta sección, indicaba que se debía reconocer las diferentes realidades de implementación de programas de calidad en países del primer mundo y del tercero.  La explosión de la sociedad civil a partir de la caída del gobierno de De la Rúa, la conformación de múltiples instancias de organización de demandas sobre el Estado, demostraban la imperiosa necesidad de proveer respuestas estructurales a la creciente insatisfacción ciudadana. 

Los movimientos conformados al calor de la sucesión de presidentes
, junto a las organizaciones que ya habitaban el paisaje de la protesta social, demandaron del Estado respuestas inmediatas a la situación de crisis en la que se imbuía la Argentina.

La batería de respuestas coyunturales frente al conflicto social y político que incluyeron diversas medidas de gobierno orientadas al cambio de políticas económicas, en especial el abandono de la convertibilidad monetaria, focalización e incremento de los planes de asistencia social, y el comienzo de la devolución paulatina de los depósitos confiscados durante la administración anterior. 

Las respuestas por parte de la administración pública, en especial en lo atinente a la provisión de los servicios públicos, ocupó un espacio importante en los gobiernos post crisis 2001.  Una herramienta de valor utilizada fue el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano.

El elemento saliente que representa un avance superlativo en la administración pública argentina es el elemento de continuidad que tiene el Programa dentro de las políticas de Estado, afianzando la credibilidad y calidad institucional en la acción de los organismos públicos adheridos.  A su vez, la capacidad de adaptación emerge como un componente indispensable en vistas a su afianzamiento institucional y a la receptividad a las necesidades sociales.  Esto se expresa a través de la adopción por parte del Programa de nuevos valores, objetivos y acciones destinadas a recuperar un horizonte vinculado con el bien público, la justicia social, la construcción de ciudadanía y de un Estado presente. 

En el mismo sentido, consideramos que esta herramienta de gestión contiene un dispositivo que apunta a proveer a los organismos públicos de técnicas que apuntan a desarrollar procesos de mejora continua que permitan incrementar la calidad de los servicios que prestan y la receptividad a las demandas y necesidades de los ciudadanos.

De igual manera, constituye un modelo de intervención en las organizaciones públicas destinado a poner en marcha aspectos centrales de la gestión por resultados y de una administración receptiva a partir de generar espacios de comunicación y participación plena de la ciudadanía.  El punto de partida para su implementación lo constituye la decisión de los organismos de comenzar a concebir y desarrollar los servicios públicos con los ojos de quienes los utilizan y reciben.  Es decir, la incorporación de la mirada del ciudadano, junto a su involucramiento directo en la gestión de los servicios que presta la Administración Pública, resulta central para la consolidación de un Programa de Mejora Continua tal y como se concibe en la experiencia aquí mencionada.

Como se expresó en el capítulo III de este trabajo, la participación ciudadana, representa el eje conceptual donde se inscribe el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano, el cual consideramos un avance sustancial y novedoso en el terreno de las Cartas de servicios del mundo. 

Desde allí que definamos a la participación ciudadana, como concepto amplio, como la expresión de la capacidad que tienen los ciudadanos de intervenir - de muy diversas formas y en muy distintos grados- en una amplia serie de asuntos públicos, especialmente en las decisiones que modelan las políticas del Estado y en la gestión, evaluación y control de las organizaciones de la Administración Pública que producen los bienes y servicios destinados a cumplir con las políticas establecidas.  A su vez, el establecimiento definitivo de modalidades de participación ciudadana, las cuales deben ser incorporadas tanto para diseñar y producir el servicio como, para orientar al proceso de mejora continua desde su perspectiva, constituye el elemento distintivo y novedoso en las experiencias de articulación entre la Administración y la ciudadanía. 

En el contexto argentino, y, en especial, como se dijo a partir de la crisis de 2001, el Programa institucionalizó el instrumento de la Participación Ciudadana y amplió sus horizontes hacia otras herramientas de inclusión de los usuarios de servicios públicos. En este sentido, la creación de la Unidad Sociedad Civil en el marco del Programa manifiesta con claridad los elementos de continuidad y de capacidad de adaptación mencionados en el capítulo II para dar cuenta de las distintas realidades en donde dicho instrumento se inserta y la evolución que la misma lógica contribuye para la mejora de los servicios.  Mientras que al inicio del Programa las encuestas de satisfacción y el sistema de quejas y sugerencias, constituían las únicas herramientas de participación de la ciudadanía, la propia evolución citada permitió el aumento significativo de los instrumentos de incidencia de la población en la administración pública.  Los grupos focales, Audiencias Públicas, Entrevistas en Profundidad, Tarjetas de Puntaje, Consejos Consultivos, Foros con distintas temáticas, contribuyeron a gestar una participación dinámica con diferentes organismos donde la ciudadanía explicita sus demandas y posturas.

En consecuencia, la evolución mencionada configura un aspecto decisivo para la satisfacción de la ciudadanía con la provisión de los servicios públicos. Su injerencia efectiva en el “cómo” brindarlos,  permite moldear unos servicios públicos más acordes con las expectativas de amplias capas de la ciudadanía.

A  lo largo de este trabajo se ha intentado poner de manifiesto la experiencia argentina de Carta a partir de un módulo particular como es la participación de la ciudadanía en la provisión de los servicios públicos.  Esta experiencia constituye, para estos autores, un avance significativo en la relación entre la Administración Pública y los ciudadanos desde el punto de vista de consolidar una Administración receptiva y atenta a la voz de los ciudadanos que, a fin de cuentas, son el principal actor en la interacción histórica con el Estado Nacional.

Cabe aclarar que la implementación de este Programa es una experiencia que muestra resultados positivos más allá de las dificultades propias de las limitaciones de los organismos públicos, la rigidez de sus estructuras y la resistencia al cambio de todos los actores involucrados.  Los autores no desconocen que esta iniciativa no es la panacea de la modernización del Estado sino un paso más hacia la consolidación de un Estado receptivo con la fortaleza suficiente para cumplir las funciones para las que fue creado y que queda mucho por hacer, pero como dice un viejo proverbio oriental: para recorrer un camino de mil millas solo hay que empezar dando el primer paso
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* El siguiente ponencia es un resumen actualizado de un trabajo más extenso presentado por ambos autores en el marco del “V Premio para trabajos de estudio e investigación sobre las Administraciones Públicas Iberoamericanas” INAP de España, 2006.





1 Para argumentos teóricos, véase Przeworski, p 136-161 


2 Esta experiencia se desarrolló en la provincia de Mendoza en el oeste de Argentina entre los años 1997- 98 y contó con la asistencia técnica conjunta de expertos ingleses representantes del programa “Citizen’s Charter”y de Subsecretaría de Gestión


3 El predominio de la Valorización Financiera en la Argentina comienza cuando la reforma financiera de 1977 converge con la apertura en el mercado de bienes y de capitales, porque a partir de allí los productos importados erosionan vía precios, la producción interna y, mediante la apertura financiera, irrumpe el fenómeno del endeudamiento externo ya no solo del sector público sino del sector privado, específicamente del capital oligopólico.  El endeudamiento externo es un factor fundamental para la instalación de la Valorización Financiera (Basualdo, Eduardo, p.31)


4 Este último se  “fundó en la regla que el Estado sólo honraría sus compromisos de pago estrictamente en función de lo ingresado en el Tesoro por vía de la recaudación” en Bonvecchi, Alejandro “Estrategia de supervivencia y tácticas de disuasión” en “El derrumbe político en el ocaso de la convertibilidad” Novaro, Marcos (comp) . Otro  artículo esclarecedor en este sentido resulta el de Gruner “El cero y el infinito”


5  Schorr, Martín p 50


6 Para una mayor información del “Affaire del Senado” véase Morales Sola “Sin excusas” (Editorial Sudamericana), “El sueño eterno. Asenso y caída de la Alianza” (Planeta, La Nación) y Gasparini, Juan “La injusticia federal. El ocultamiento de los jueces y la historia negra de la SIDE en los sobornos del Senado”, entre otros.


7 Las elecciones del 14 de octubre de 2001 tuvieron un índice de participación del 73%, frente al 84,5% del 3/11/85, el 84% de la elección del 6/9/87, 79% del 8/9/91 y el 81% del 3/10/93, todas estas elecciones parlamentarias. Fuente: Dirección General de Estadística y Censos (G.C.B.A.) sobre la base de datos del Ministerio del Interior de la Nación - Dirección Nacional Electoral - y del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría Electoral.


8 Estas asambleas se desarrollaron en la mayoría de los barrios de la Ciudad de Buenos Aires. Tuvieron su apogeo en el primer trimestre del 2002 y fueron declinando en virtud de la calma que fue reinando en el país, en especial a partir de las soluciones que fue encontrando el gobierno de transición de Eduardo Duhalde con respecto a la devolución progresiva de los fondos atrapados por el “corralito”.
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